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FUNDAMENTOS

El  nombramiento  de  jueces  de  la  Corte 
Suprema de Justicia de la Nación Argentina es un tema de gran 
relevancia constitucional, y la posibilidad de que se realice 
por decreto ha generado un intenso debate. La Constitución 
Nacional  establece  en  su  artículo  99,  inciso  4,  que  el 
Presidente de la Nación tiene la facultad de nombrar a los 
jueces de la Corte Suprema “con acuerdo del Senado por dos 
tercios de sus miembros presentes, en sesión pública”. Sin 
embargo,  en  situaciones  excepcionales,  se  ha  planteado  la 
posibilidad  de  que  el  Presidente  pueda  nombrar  jueces  en 
comisión, es decir, por decreto, sin el acuerdo previo del 
Senado. Esta posibilidad se basa en una interpretación del 
artículo 99, inciso 19, de la Constitución, que permite al 
Presidente “llenar las vacantes de los empleos, que requieran 
el acuerdo del Senado, y que ocurran durante su receso, por 
medio1 de nombramientos en comisión que expirarán al fin de la 
próxima legislatura”.

Quienes  defienden  la  posibilidad  del 
nombramiento  por  decreto  argumentan  que,  en  casos  de 
emergencia o ante la imposibilidad de obtener el acuerdo del 
Senado en un tiempo razonable, el Presidente puede recurrir a 
esta  facultad  para  garantizar  el  funcionamiento  del  Poder 
Judicial. Además, señalan que el nombramiento en comisión es 
una medida transitoria, ya que el juez designado debe obtener 
el  acuerdo  del  Senado  en  la  próxima  legislatura  para 
permanecer en el cargo.

Por  otro  lado,  quienes  se  oponen  al 
nombramiento por decreto sostienen que viola el espíritu de la 
Constitución Nacional, que busca garantizar la independencia 
del Poder Judicial y evitar la concentración de poder en el 
Ejecutivo.  Argumentan  que  el  acuerdo  del  Senado  es  un 
requisito  esencial  para  asegurar  la  idoneidad  y  la 
imparcialidad  de  los  jueces  de  la  Corte  Suprema  (Bidart 
Campos,  2008).  En  palabras  de  Bidart  Campos  (2008),  “el 
acuerdo  del  Senado  es  una  garantía  de  idoneidad  y  de 
independencia del juez, y su omisión vicia el nombramiento” 
(p.  523).  Asimismo,  Sagüés  (2014)  sostiene  que  “el 
nombramiento de jueces por decreto, fuera de los casos de 
receso  parlamentario,  es  una  práctica  inconstitucional  que 
atenta contra la división de poderes” (p. 789).

El hecho de este tipo de nombramientos 
tal como se cita en en los considerandos del Decreto 137/2025 
cita  jurisprudencia  retroactiva  al  año  1854  en  adelante 
efectuando una interpretación desactualizada del artículo 99 
inciso  4,  suponiendo  la  misma  realidad  (esa  practica  se 
utilizaba para el nombramiento de jueces de paz cuando el 
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Congreso se reunía cada cuatro meses) que cuando se constituyo 
normativamente la Nación a través de su Carta Magna de 1853. 
Desde  la  última  reforma  constitucional  del  año  1994  esa 
competencia no es usual, mas aun cuando los pliegos han sido 
analizados y no han obtenido el consenso necesario por parte 
de los representantes del pueblo argentino (senadores).

La controversia también ha sido objeto de 
atención en los medios de comunicación. Por ejemplo, en un 
artículo  de  Clarín  (2024,  9  de  enero)  se  califica  a  los 
“jueces por decreto” como “manifiestamente inconstitucionales” 
(https://www.clarin.com/politica/jueces-decreto-
manifiestamente-inconstitucional_0_q5Q65DqY00.html).  Por  otro 
lado, Infobae (2024, 11 de enero) ha publicado “los argumentos 
del Gobierno para designar por decreto a Ariel Lijo y Manuel 
García  Mansilla  en  la  Corte" 
(https://www.infobae.com/politica/2024/01/11/los-argumentos-
del-gobierno-para-designar-por-decreto-a-ariel-lijo-y-manuel-
garcia-mansilla-en-la-corte/).

En conclusión, el nombramiento de jueces 
de  la  Corte  Suprema  por  decreto  es  un  tema  complejo  que 
plantea importantes desafíos constitucionales, máxime cuando 
se considera que se trata de un cargo vitalicio y se trata de 
la Cúspide de la Justicia Nacional.

Si  bien  la  Constitución  prevé  la 
posibilidad  de  nombramientos  en  comisión  en  casos 
excepcionales, es fundamental que esta facultad se utilice con 
prudencia y responsabilida, respetando siempre el espíritu de 
la  Constitución  y  garantizando  la  independencia  del  Poder 
Judicial. Aspectos que parecen vulnerados por no respetarse la 
independencia de poderes y ni la voluntad popular. 

Es dable pensar que el Poder ejecutivo 
Nacional pretende una Corte Suprema de Justicia a fin a sus 
intereses  políticos,  máxime  cuando  salen  a  la  luz  actos 
presumiblemente  delictivos  por  parte  del  titular  del  Poder 
Ejecutivo Nacional y su equipo de asesores.

Por ello:

Autores: Daniel  Belloso,  Ana  Marks,  Leandro  García  y  Luis 
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Artículo 1º.- Al Honorable Congreso de la Nación, Cámara de 
Senadores,  rechace  el  nombramiento  en  comisión  como 
integrantes de la Corte Suprema de Justicia del Dr. Manuel 
Jose García Mansilla DNI 21.389.235 y el Dr. Ariel Oscar Lijo 
DNI 20.521.450 efectuados a través del Decreto Nacional nº 
137-2025.

Artículo 2º.- De forma.


